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DERECHO A LA SALUD DEL DESACUARTELADO/ Continuidad de la atención médica de patologías adquiridas durante o a consecuencia del servicio militar/ Deber de convocar a junta médico laboral/ Inmediatez 
“Nótese entonces que aun cuando el examen médico realizado el 9 de enero de 2014 -fecha en que terminó su acuartelamiento- no registra novedades, lo cierto es que se encontraba pendiente la valoración por parte del especialista en psiquiatría, profesional que una vez atendió la consulta, determinó la continuidad en el tratamiento iniciado cuando aún se encontraba en las filas castrenses.” 

“(…) cabe indicar que si bien le asiste razón a la llamada a juicio cuando advierte la inactividad del actor en relación con tal pretensión, lo cierto es que en los Decretos 094 de 1989 y 1796 de 2000, no se indica un término preclusivo para solicitar la valoración por parte de dicho órgano, como sí se señala para la convocatoria del Tribunal Médico Militar –artículo 29 del Decreto 094 de 1989- por lo que no existe razón para que, invocando la expiración del supuesto término, se niegue la calificación reclamada por el ex orgánico del Ejército Nacional.

Ahora, es del caso resaltar la estrecha relación que tiene la no realización de la Junta Médica Laboral, con la afectación del derecho a la salud, en los términos del (…) parágrafo del artículo 7º del Acuerdo 02 de 2001 del Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares, dado que mientras no se haya definido la situación médico laboral del afiliado retirado, éste continúa `recibiendo los servicios de salud específicos para la patología pendiente de resolver’ (…)”

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-516 de 2009, T-469 de 2010, SU-158 de 2013 y T-332 de 2015.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintitrés de febrero de dos mil dieciséis
Acta N°_____de  23 de febrero de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la Acción de Tutela propuesta por BRANDOLHT AICEDO GARCÍA MARTÍNEZ contra la DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJÉCITO NACIONAL.
ANTECEDENTES

Manifiesta el señor García Martinez que interpone acción de tutela en contra de la accionada por cuanto considera vulnerados sus derechos fundamentales a la salud, a la seguridad social y al debido proceso.
Fundamento de tal apreciación, es que prestó el servicio militar obligatorio en el segundo contingente del año 2012 en el Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”; que mientras se encontraba acuartelado, más exactamente en el mes de octubre de 2013, presentó una crisis nerviosa que se repitió en varias ocasiones, motivo por el cual, tuvo que ser recluido en la E.S.E Hospital Metal Universitario de Risaralda; que los problemas mentales que aún padece fueron adquiridos mientras prestó el servicio militar; no obstante, al momento de su desacuartelamiento no fue calificado y es por esa razón, que en ejercicio de su derecho de petición, solicitó a la Dirección de Sanidad la realización de la Junta Médica y la prestación de sus servicios de salud, requerimiento que fue negado por la entidad en comunicación de fecha 9 de noviembre de 2015.

Es por lo anterior que solicita la protección de los derechos fundamentales antes referidos y como consecuencia que se le ordene a la Dirección de Sanidad brindarle, de manera integral, el tratamiento médico correspondiente para restablecer su salud, así como convocar a la Junta Médica, con el fin de que sea calificada su capacidad psicofísica.
TRAMITE IMPARTIDO

Luego de admitida la acción de tutela en esta Sede, se concedió a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional el término de dos días para que se vincularan a la litis.
La Dirección de Sanidad del Ejército Nacional adujo en su defensa que en el presente asunto no se evidencia el requisito de inmediatez como requisito de procedibilidad de la acción de tutela, dado que han transcurrido más de cuatro años desde que se produjo el acuartelamiento sin que se evidencia la actuación de éste ante las autoridades médicas y administrativas de la Fuerza, en los términos del Decreto 094 de 1989 actualmente el Decreto 1796 de 2000.
Estima que no puede endilgársele el calificativo del transgresores de derechos fundamentales, cuando ha sido el actuar omisivo del tutelante el que ha generado la situación que ahora pretende opere a su favor.

Sostiene que el desconocimiento de las normales legales que regulan la situación particular por parte del actor genera inseguridad jurídica, pretendiendo, además, crear instancias adicionales que no fueron previstas por el legislador.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Existe mérito para ordenar a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, realizarle Junta Médica al actor y garantizarle el servicio de salud, en calidad de ex conscripto?
Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

También resulta innecesario discutir y argumentar frente al derecho a la salud, cuando el objetivo general de la Ley Estatutaria No 1751 de 16 de febrero es “garantizar el derecho fundamental a la salud, regularlo y establecer sus mecanismos de protección”, aunque con anterioridad la Corte Constitución había catalogado el mismo como fundamental y por tanto, autónomo y susceptible de protección, sin que sea necesaria conexidad con algún otro beneficio de rango mayor
. 

1.  ATENCIÓN EN SALUD DE QUIEN HA ADQUIRIDO UNA PATOLOGÍA SUSCITADA EN LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO MILITAR–CONTINUIDAD EN LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE SALUD-

Cuando se trata de miembros de la fuerza pública que han sido retirados del servicio activo, ha establecido la Corte que: 

“Puede afirmarse que el Estado tiene la obligación de garantizar la prestación del servicio de salud, que implica a su vez la puesta en marcha de todos los medios que tenga a su alcance para el goce efectivo del derecho, pues le corresponde a él velar por la integridad de las personas que hacen parte de la Fuerza Pública, dado además el alto nivel de riesgo al cual se ven expuestos, por ello, en aras de la consolidación de un orden justo el Estado debe propender  porque en los casos en que los miembros de este grupo sufren un perjuicio en su salud, con ocasión o durante el tiempo de la prestación del servicio que los imposibilita para continuar desarrollando sus labores, les sea garantizada la continuidad en la prestación del servicio médico hasta tanto exista una solución y la asignación de un régimen, para que no quede desprovisto del empleo y de manera colateral de la restricción al derecho a la salud.”

De conformidad con esta jurisprudencia, resulta claro que el uniformado retirado que padece una patología cuyo origen tenga relación con actos del servicio, con ocasión o durante la prestación del mismo, tiene derecho a que se le continúe prestando asistencia médica integral hasta alcanzar su completa recuperación o hasta cuando se garantice la continuación del tratamiento por parte de los restantes actores del Sistema de Seguridad Social, bien sea en el régimen contributivo o subsidiado
.

También es preciso indicar, que el sistema inmediatamente referido, se encuentra regido por unos principios especiales de origen legal entre los que se destaca el de la “continuidad en el servicio”, el cual corresponde a un desarrollo de los principios constitucionales de eficacia y universalidad, cuyo fin es garantizar que las personas afiliadas o vinculadas accedan a una atención en salud de forma ininterrumpida, constante y permanente en aras de garantizar la protección de sus derechos a la vida y a la salud. 
Es así que la Corte Constitucional ha manifestado que la continuidad en la prestación de los servicios de salud comprende el derecho de los ciudadanos a no ser víctimas de interrupciones o suspensiones, sin justificación válida, en la prestación de los tratamientos, procedimientos médicos, suministro de medicamentos y aparatos ortopédicos que se requieran, según las prescripciones médicas y de conformidad con las necesidades que se desprendan de las condiciones físicas o psíquicas del usuario. Es claro que el principio de continuidad en la prestación del servicio de salud exige, entonces, que tanto las entidades públicas como las privadas que tienen la obligación de satisfacer su atención, no pueden dejar de garantizar la prestación permanente y constante de sus servicios, cuando con dicha actuación ponen en peligro los derechos a la vida y a la salud de los usuarios.  
2. COBERTURA DEL SERVICIO DE SALUD DEL SOLDADO RETIRADO.

Frente a la cobertura del servicio de Salud del solado retirado, el Acuerdo 02 de 2001 del Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares, establece en el artículo 7º lo siguiente:

“DEL PERIODO DE PROTECCION EN SALUD. Una vez finalizada la relación laboral o el aporte correspondiente a la cotización en salud, el afiliado y sus beneficiarios gozarán del Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial hasta por cuatro (4) semanas más, contadas a partir de la fecha de la desafiliación. 
PARÁGRAFO 1.- Cuando el afiliado tenga derecho a tres meses de alta por retiro de la Institución, las cuatro (4) semanas definidas en el artículo anterior se contarán a partir de la terminación de dicho período. 

PARÁGRAFO 2.- Cuando el afiliado sea retirado del servicio y aún no se haya definido su situación médico laboral, continuará recibiendo los servicios de salud específicos para la patología pendiente de resolver, y su duración máxima no podrá sobrepasar los términos establecidos en el artículo 29 del Decreto 1796 de 2000
, todo de conformidad con las decisiones de la correspondiente Junta Médico Laboral.”
 3. CAUSALES DE CONVOCATORIA DE JUNTA MÉDICO-LABORAL. 

Dispone el artículo 19 del Decreto 1796 de 2000, los casos en los cuales se practicará Junta Médico Laboral, siendo ellos:

“1. Cuando en la práctica de un examen de capacidad sicofísica se encuentren lesiones o afecciones que disminuyan la capacidad laboral. 

2. Cuando exista un informe administrativo por lesiones. 

3. Cuando la incapacidad sea igual o superior a tres (3) meses, continuos o discontinuos, en un (1) año contado a partir de la fecha de expedición de la primera excusa de servicio total. 

4. Cuando existan patologías que así lo ameriten 

5. Por solicitud del afectado” 
4. PRINCIPIO DE INMEDIATEZ. 
Resultante de la construcción jurisprudencial, la inmediatez ha surgido como un requisito de procedibilidad para impetrar la acción constitucional dentro de un plazo razonable desde el momento en que se configuró la alegada violación de derechos fundamentales.

Sin embargo, tal exigencia no es la imposición de un término de caducidad, sino que se trata más bien de un presupuesto que sigue la naturaleza de esta acción prevista para la protección inminente de derechos fundamentales,  finalidad que perdería sentido si transcurre mucho tiempo desde que surge el hecho o acto vulneratorio. 
También se ha establecido la Alta Magistratura, la necesidad de analizar las circunstancias particulares de cada caso en concreto, pues ha indicado que en algunos eventos, a pesar del transcurrir del tiempo la vulneración de los derechos fundamentales persiste y como consecuencia de ello, la “situación desfavorable continúa y es actual”
 
Más recientemente, en la Sentencia T-332 de 2015, la Corte Constitucional, en relación con el tema, retomó lo adoctrinado en la Sentencia T-056 de 2014, indicando:

“En Sentencia T- 056 de 2014 se decidió el caso de un ciudadano quien sufrió un accidente laboral y solicitó la protección de sus derechos fundamentales con el fin de ordenar a la ARL Liberty Seguros S. A., el pagó de las incapacidades, la prestación de asistencia médica y remitirlo a la Junta Regional de Calificación de Invalidez, pero, le fue negada por las instancias judiciales al estimar que no se cumplió con el requisito de inmediatez. En dicha oportunidad la Corte considero que “no puede ser mirado bajo el criterio de la inmediatez, ni aun en el evento de haber transcurrido un tiempo importante desde la fecha del accidente, pues la falta de ese dictamen ha causado una perturbación de los derechos aludidos, que permanece en el tiempo…”
5. CASO CONCRETO

En el presente asunto, no es tema que se discuta que el actor prestó su servicio militar obligatorio en el Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, durante el periodo comprendido entre el 22 de marzo de 2012 y el 9 de enero de 2014, como tampoco el hecho que el 18 de noviembre de 2013, según la historia clínica visible a folio 15 y 16 del expediente, ingresó a la E.S.E Hospital Mental Universitario de Risaralda, por haber presentado trastornos mentales y del comportamiento, debido a la suspensión voluntaria de la medicación formulada por psiquiatría.

Ahora bien, se evidencia en el proceso que el 14 de mayo de 2012 al actor le fue realizado el tercer examen médico que lo declara apto para la actividad castrense –fls 26 a 27- y que, al serle realizada el día 9 de enero de 2014 –fecha de su  desacuartelamiento- la valoración médica de evacuación del personal de soldados regulares del segundo contingente de 2012, no se dejó consignada información alguna relacionada con su estado de salud.

Posteriormente, se observa que luego de ser evacuado de la Unidad Militar, más exactamente el día 21 de enero de 2014, fue atendido por la Dirección General de Sanidad, a través de la E.S.E. Hospital Mental Universitario de Risaralda, siendo nuevamente medicado por el especialista en psiquiatría, quien también dispuso que debía presentarse a un control después de tres meses –fl 18. También se percibe que la Sección Primera del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, mediante certificación expedida en esa misma fecha, extendió los servicios médicos del actor por un mes más para ser atendido en esa institución –fl 22-.

Como puede observarse, a pesar de que en su examen de retiro no se dejó ninguna observación relacionada con las condiciones médicas de egreso del señor García Martínez, es evidente que el cuadro siquiátrico por el cual fue internado en la E.S.E. Hospital Mental Universitario de Risaralda el día 18 de noviembre de 2013 –todavía acuartelado-, requería de tratamiento médico, tan es así que le fue ordenado un control por la especialidad para luego de un mes, el cual le fue autorizado para llevarse a cabo el día 21 de enero de 2014, oportunidad en la que el galeno medicó al paciente bajo la nota “por favor formular cada mes igual medicación” y dispuso “control en tres meses”.
Nótese entonces que aun cuando el examen médico realizado el 9 de enero de 2014 -fecha en que terminó su acuartelamiento- no registra novedades, lo cierto es que se encontraba pendiente la valoración por parte del especialista en psiquiatría, profesional que una vez atendió la consulta, determinó la continuidad en el tratamiento iniciado cuando aún se encontraba en las filas castrenses. 

En ese orden de ideas y de acuerdo con lo establecido en el numeral 1º del artículo 19 del Decreto 1796 de 2000, en el presente caso debió practicarse la Junta Médico Laboral.

En este punto, cabe indicar que si bien le asiste razón a la llamada a juicio cuando advierte la inactividad del actor en relación con tal pretensión, lo cierto es que en los Decretos 094 de 1989 y 1796 de 2000, no se indica un término preclusivo para solicitar la valoración por parte de dicho órgano, como sí se señala para la convocatoria del Tribunal Médico Militar –artículo 29 del Decreto 094 de 1989- por lo que no existe razón para que, invocando la expiración del supuesto término, se niegue la calificación reclamada por el ex orgánico del Ejército Nacional.
Ahora, es del caso resaltar la estrecha relación que tiene la no realización de la Junta Médica Laboral, con la afectación del derecho a la salud, en los términos del  el parágrafo del artículo 7º del Acuerdo 02 de 2001 del Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares, dado que mientras no se haya definido la situación médico laboral del afiliado retirado, éste continúa “recibiendo los servicios de salud específicos para la patología pendiente de resolver”.  –Negrillas para resaltar-
Así las cosas resulta clara la vulneración al derecho a la salud del cual es titular el señor García Martínez, por lo que se procederá a su amparo.

Consecuente con dicha protección se ordenará a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional a través de su director, General Germán López Guerrero, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del presente proveído, proceda a realizar las gestiones que estén a su cargo para que el actor sea reactivado en el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de Policía, en orden a que pueda recibir el tratamiento médico que requiere el cuadro siquiátrico que padece.

Así mismo se dispone, que en un (1) mes contado en iguales términos, le sea practicada Junta Médico-Laboral, para lo de su competencia.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando Justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: CONCEDER la protección solicitada por el señor BRANDOLHT AICEDO GARCÍA MARTÍNEZ respecto al derecho fundamental a la salud.

SEGUNDO:  ORDENAR a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional a través de su director, Brigadier General Germán López Guerrero, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del presente proveído, proceda a realizar las gestiones que estén a su cargo para que el señor BRANDOLHT AICEDO GARCÍA MARTÍNEZ sea reactivado en el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de Policía, en orden a que pueda recibir el tratamiento médico que requiere el cuadro siquiátrico que padece.

Así mismo se dispone, que en un (1) mes contado en iguales términos, le sea practicada Junta Médico-Laboral, para lo de su competencia.
TERCERO: NOTIFÍCAR esta decisión a las parte por el medio más expedito.
CUARTO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES            ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO

LEONARDO CORTÉS PÉREZ
Secretario
� Ver Sentencia T-650 de 2009


� Sentencia T-469 de 2010


� En un caso en el cual se estudió el principio de continuidad a un tratamiento médico que venía recibiendo un soldado, a quien una vez cumplido su servicio obligatorio se le suspendió el servicio médico, se expuso que: “en el caso que nos ocupa, el deber de solidaridad exige del Ejército Nacional que continúe brindando al actor una atención médica integral. Sin embargo, para que esta obligación constitucional se encuentre en armonía con las prescripciones legales y reglamentarias relativas al límite temporal de la prestación de los servicios en el sistema de salud de las fuerzas militares, la cobertura solo debe garantizarse hasta que el accionante sea inscrito en el régimen subsidiado o contributivo de salud.” Sentencia T-516/09.


� “ARTICULO 29. TERMINOS DE LAS INCAPACIDADES. Cuando la incapacidad sea igual o superior a tres (3) meses, continuos o discontinuos, en un (1) año contado a partir de la fecha de expedición de la primera excusa de servicio total, se realizará la valoración por parte de una Junta Médico Laboral. 





El dictamen de esta Junta Médico Laboral tendrá el carácter de definitivo si no existieren posibilidades de recuperación. 





Si se encontraren posibilidades de recuperación, el dictamen de esta Junta tendrá el carácter de provisional y podrá ampliarse el término de la incapacidad hasta por doce (12) meses, prorrogables por otros doce (12) meses si subsisten las posibilidades de recuperación. Vencido éste término la Junta deberá realizar una nueva valoración y emitir un dictamen definitivo”. 





� Ver entre otras, las Sentencias T- 1110 de 2005, T- 593 de 2007, T-425 de 2009, T-1028 de 1010, T-187 de 2012 y SU-158 de 2013.
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